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Temas: 

          SEGURIDAD SOCIAL / APORTES PARA PENSIÓN / MADRES COMUNITARIAS / SUJETOS DE ESPECIAL PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL / SENTENCIA T-480 DE 2006 Y AUTO 186 DE 2017 / PROCEDENCIA DE LA TUTELA PARA RECLAMAR APORTES / NO APLICA INMEDIATEZ POR TRATARSE DE PRESTACIONES IMPRESCRIPTIBLES / TIENEN DERECHO AL RECONOCIMIENTO DE LOS APORTES PARA PENSIÓN / REVOCA / CONCEDE / No obstante, la misma Corporación recientemente se pronunció sobre un asunto similar al que ahora ocupa la atención de la Sala, en la sentencia T-480 de 2016, anulada parcialmente por auto 186 del 17 de abril de 2017 este año y será con fundamento en esas providencias que se definirá la cuestión.
(…)

De todas formas, en la providencia que viene siendo citada, se aclaró que las madres comunitarias, por sí mismas, reúnen la segunda de aquellas condiciones, relativa a hacer parte de un segmento situado en posición de desventaja, tales como los “sectores más deprimidos económica y socialmente” pues “así lo establece el artículo 2 del Acuerdo 21 de 1996: “(…) Los Hogares Comunitarios de Bienestar deberán funcionar prioritariamente en los sectores más deprimidos económica y socialmente y definidos dentro del SISBEN como estratos 1 y 2 en el área urbana y en sectores rurales concentrados”. Por tanto, no hay duda acerca de que la accionante merece una protección especial.

5.2 Y en relación con el requisito de la inmediatez dijo la Corte en la misma providencia:

“13… tratándose de asuntos en donde se reclama el reconocimiento y pago de prestaciones periódicas relacionadas con derechos pensionales, como es el caso de los aportes a pensión en el Sistema General de Seguridad Social, esta Corporación ha sido enfática al precisar lo siguiente: “en virtud de su naturaleza, los derechos prestacionales, como las pensiones de vejez, invalidez y sobrevivientes, son imprescriptibles. Es decir, pueden ser reclamados en cualquier tiempo, por lo que se descarta la posibilidad de que un juez se abstenga de reconocerlos bajo el argumento de que la acción de tutela resulta improcedente por razones de inmediatez, al no haber sido instaurada en un término razonable, pues tales derechos siempre serán actuales.” (Negrilla fuera del texto original).
(…)

En el auto referido, la Corte Constitucional declaró la nulidad parcial de la sentencia T-480 de 2016, que desconoció una línea jurisprudencial relacionada con la inexistencia de un contrato de trabajo entre las madres comunitarias y el ICBF o las asociaciones o entidades que participan en el Programa Hogares Comunitarios de Bienestar, el que se ha considerado como de naturaleza contractual de origen civil. Sin embargo, resolvió que la decisión contenida en ese fallo tendrá un alcance parcial, en razón a la necesidad de mantener el amparo del derecho de las 106 madres comunitarias a que se realicen los aportes faltantes al sistema de seguridad social, con el propósito de permitirles acceder a pensión, de conformidad con los términos de la legislación aplicable.

(…)

De acuerdo con lo hasta aquí expuesto, puede entonces decirse que la entidad demandada lesionó los derechos fundamentales de la actora a la dignidad humana, la seguridad social, a la igualdad y al mínimo vital, por la falta de pago de los aportes pensionales que se hubieren causado durante el periodo en que se ha desempeñado como madre comunitaria. En el mismo sentido se pronunció la Sala, mediante sentencia del 17 de octubre de 2017.
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Acta No. 208 del 14 de junio de 2018

Expediente No. 66001-31-03-004-2018-00295-01

Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por la señora María Antonia Mina Pareja, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, el 18 de abril último, en la acción de tutela que promovió la impugnante contra el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, a la cual fueron vinculados el Fondo de Solidaridad Pensional, el Consorcio Colombia Mayor y el Ministerio de Trabajo.

A N T E C E D E N T E S

1. Los hechos relatados por el apoderado del demandante admiten el siguiente resumen:

1.1 En virtud del programa de hogares de bienestar, creado por la Ley 89 de 1988, surgió la necesidad de la “prestación personal del servicio de la madre comunitaria para cuidar a la primera infancia en estado de vulnerabilidad”.

1.2 De conformidad con los lineamientos del ICBF a las madres comunitarias les corresponde las labores de atención y cuidado de los niños, preparación de alimentos, trabajo con los padres de familia, desarrollo de actividades pedagógicas, vigilancia del estado de crecimiento y nutrición, control de asistencia, inscribirse al régimen de seguridad social, asistir a las capacitaciones y cumplir las normas establecidas para el buen funcionamiento del hogar comunitario.

1.3 Desde la creación de ese programa, el ICBF calificó a las madres comunitarias con el estado de “voluntarias”, para así desconocer sus derechos laborales. 
1.4 Esa entidad ha ejercido atribuciones propias de un empleador, pues determinó funciones, ejerció facultades disciplinarias y realizó cambios en las circunstancias de modo, tiempo y lugar de la prestación del servicio. Además, ejecuta supervisiones al desempeño del trabajo, mediante visitas de seguimiento y verificación, las cuales podrían llegar hasta la clausura del hogar comunitario. Las madres comunitarias, también, deben cumplir el horario de trabajo establecido, so pena de sanción.
1.5 En cumplimiento de la Ley 1607 de 2012 se procedió a suscribir contrato laboral con las madres comunitarias, con lo cual se reconoció su calidad de trabajadoras, desde la fecha en que se vincularon al programa.
1.6 Las asociaciones y entidades administradoras de servicio, dependen administrativa y financieramente del ICBF.
1.7 La demandante se encuentra dentro del grupo poblacional determinado en la sentencia T-628 de 2012 y en el auto 186 de 2017, proferidos por la Corte Constitucional. En esa última decisión se tutelaron los derechos laborales de las madres comunitarias y se determinó que estas adquieren la condición de sujetos de especial protección, debido a que hacen parte de “un segmento situado en posición de desventaja”.
1.8 La accionante cuenta en este momento con 59 años de edad, se vinculó al ICBF, en calidad de madre comunitaria, desde el 5 de abril de 1990 y en la actualidad labora como tal en el hogar comunitario Las Palomitas, del sector Matecaña de esta ciudad.

1.9 A partir de aquella fecha y hasta el 11 de febrero de 2014, el ICBF omitió pagarle el salario mínimo legal vigente, las cesantías y sus respectivos intereses, las primas de servicios, parafiscales y los aportes a seguridad social. También se abstuvo de reconocerle vacaciones y las licencias de maternidad a que tenía derecho.  

1.10 “Mientras su precaria situación económicas se lo permitiera” logró realizar las cotizaciones a seguridad social en el régimen subsidiado, a pesar de que esta obligación recaía en la entidad accionada. 

2. Considera lesionados sus derechos a la igualdad, la seguridad social, a la dignidad y al mínimo vital. Para su protección, solicita se ordene: a) declarar la existencia de un contrato realidad desde el 5 de abril de 1990 hasta el 12 de febrero de 2014 y b) al ICBF reconocer y pagar los salarios, prestaciones sociales y demás prestaciones laborales causadas durante esa periodo y cancelar al fondo de pensiones “los aportes parafiscales en pensiones causados y dejados de pagar desde la fecha de vinculación como madre comunitaria”, así como sus intereses moratorios. En subsidio, se aplique el precedente de la Corte Constitucional al que se hizo referencia. Y como pretensiones accesorias se apliquen los efectos inter comunis de ese precedente jurisprudencial y se condene en costas y agencias en derecho a aquella entidad.
A C T U A C I Ó N      P R O C E S A L

1. Por auto del pasado 5 de abril se admitió la acción de amparo y se ordenó vincular al Fondo de Solidaridad Pensional, el Consorcio Colombia Mayor y los Ministerios de Trabajo y de Salud y la Protección Social.

2. En el curso de la primera instancia se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 La Jefe de la Oficina Asesora Jurídica del ICBF empezó por manifestar que no era posible establecer lo relativo al tiempo en que se prestó la actividad, ya que la entidad carecía de la obligación legal de elaborar los expedientes administrativos, pues para la ejecución del programa se contrataban asociaciones públicas o privadas. 
De otro lado, indicó que en este caso no se satisfacen los presupuestos de inmediatez y la subsidiaridad, porque si la actora pretende obtener el reconocimiento del contrato realidad y el pago de las acreencias derivadas del mismo, generadas desde el 5 de abril de 1990 hasta el 12 de febrero de 2014, se supera ampliamente el término de prescripción establecido en la ley y el lapso razonable para alegar la supuesta lesión de sus derechos fundamentales. Además, para lograr aquel fin cuenta con los medios ordinarios de defensa judicial, sin que en este caso concurran las causales de procedencia determinadas por la Corte Constitucional pues la demandante: a) ha devengado “durante los últimos años el salario mínimo legal vigente”, razón por la cual no existe afectación a su mínimo vital; b) ha tenido acceso al Fondo de Solidaridad Pensional, circunstancia por la que no debe ser reconocida entre la población marginada o en posición de desventaja y c) cuenta con 59 años de edad, es decir que aún no adquirió el estatus de persona de la 
tercera edad.
Se refirió a las normas que regulan lo relacionado con los hogares comunitarios y las relaciones entre las madres comunitarias y el ICBF, para concluir que entre ambos no hay ninguna relación de naturaleza laboral.

Luego hizo alusión al Fondo de Solidaridad Pensional, cuyo objeto es subsidiar los aportes al régimen general de pensiones, entre otros, de las madres comunitarias, y después de citar algunas de las disposiciones que se ocupan de la cuestión, concluyó que esas cotizaciones están a cargo del afiliado y no del ICBF.
2.2 El Gerente General del Consorcio Colombia Mayor, por intermedio de apoderado, indicó, luego de describir su naturaleza jurídica y el funcionamiento del programa del subsidio a la pensión, que la actora se afilió a este último, en el grupo poblacional de madres comunitarias, en dos oportunidades, la primera desde el 1º de abril de 1996 y hasta el 20 de junio de 2002, fecha en la cual fue retirada por la causal de suspensión del pago del aporte durante cuatros meses seguidos, y la segunda del 1º de julio de 2008 al 8 de marzo de 2014, cuando fue desafiliada por haber adquirido la posibilidad de pagar integralmente el aporte a pensión. Durante esos periodos alcanzó a cotizar 504,43 semanas subsidiadas, cuyos valores fueron remitidos a Colpensiones. De otro lado, adujo que de acuerdo con el Decreto 289 de 2014, las madres comunitarias no pueden ser beneficiadas por el referido subsidio ya que su régimen pensional es el contributivo. En todo caso, el pago de las acreencias laborales que se dicen adeudadas, corresponde al ICBF. Finalmente señaló que los efectos del precedente de la Corte Constitucional invocados por la demandante no son erga omnes, que la acción de tutela no es el medio para solicitar prestaciones económicas y que en este caso se incumplen los requisitos de inmediatez y subsidiariedad.    

2.3 Los demás vinculados guardaron silencio. 

3. Se definió la instancia mediante fallo del 18 de abril pasado, en el que se negó por improcedente el amparo solicitado.
Para decidir así, luego de citar jurisprudencia constitucional que consideró 
aplicable al caso, estimó la funcionaria de primera sede, que este mecanismo especial no está concebido para dirimir controversias sobre acreencias laborales, ya que para ese efecto se debe acudir al medio ordinario previsto por el legislador, en el cual se puede plantear el debate probatorio necesario para demostrar la veracidad de los hechos alegados y la existencia del contrato realidad.
4. Inconforme con el fallo, el apoderado de la accionante lo impugnó. Alegó que en este caso no solo se reclama la protección de derechos prestacionales, sino también los pensionales, los cuales sí pueden ser reconocidos por vía de tutela, de conformidad con el precedente de la Corte Constitucional. Solicita se revoque la sentencia recurrida y se acceda “a lo solicitado respecto a los aportes pensionales de mi poderdante”.
C O N S I D E R A C I O N E S 

1. El objeto de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Nacional, cuando quiera que sean amenazados o vulnerados por cualquier autoridad pública y aún por los particulares en los casos que reglamenta el artículo 42 del decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a esta Sala determinar si procede la tutela para ordenar a la entidad demandada cancelar los aportes pensionales dejados de pagar, durante el periodo en que se desempeñó la accionante como madre comunitaria, de conformidad con los específicos reclamos que se elevaron en el recurso de impugnación.
3. La Corte Constitucional ha reiterado, teniendo presente la subsidiaridad que caracteriza esa especial acción, que los conflictos jurídicos que surgen del reconocimiento de pensiones escapan a la competencia del juez constitucional, ya que implican verificación de los requisitos relativos a cada caso e interpretación normativa, por lo que corresponderá resolverlos a la jurisdicción laboral o contencioso administrativa.

No obstante, la misma Corporación recientemente se pronunció sobre un asunto similar al que ahora ocupa la atención de la Sala, en la sentencia T-480 de 2016, anulada parcialmente por auto 186 del 17 de abril de 2017 este año y será con fundamento en esas providencias que se definirá la cuestión.
4. En la referida sentencia se analizó la situación de 106 demandantes, que reclamaban se les protegieran sus derechos a la igualdad, a la seguridad social, a la dignidad humana, al mínimo vital y al trabajo, ante la negativa del ICBF de pagar los aportes al sistema de seguridad social en pensión, en razón a la labor que como madres comunitarias desempeñaron.

5.1 Al referirse al presupuesto de subsidiaridad que caracteriza la tutela, se dijo en esa providencia: 

“16. Respecto a las acciones de tutela promovidas por personas que han desempeñado o cumplen la labor de madre comunitaria en el Programa Hogares Comunitarios de Bienestar del ICBF, en múltiples pronunciamientos, esta Corporación ha encontrado procedentes dichas solicitudes de amparo, por cuanto ha considerado a las accionantes como sujetos de especial protección constitucional, al verificar cualquiera de las siguientes condiciones particulares:

(i) Encontrarse en una situación económica precaria que afecte su mínimo vital, lo cual se configura por el simple hecho de devengar un ingreso inferior a un salario mínimo mensual legal vigente
; (ii) ser parte de un segmento situado en posición de desventaja, como por ejemplo, los sectores más deprimidos económica y socialmente
; (iii) pertenecer a un grupo poblacional tradicionalmente marginado de las garantías derivadas del derecho fundamental al trabajo
; (iv) hallarse en el estatus personal de la tercera edad; (v) afrontar un mal estado de salud; (vi) ser madre cabeza de familia; y/o (vii) ser víctima del desplazamiento forzado
.

17. Tan solo una de las anteriores circunstancias impone al juez de tutela el deber de implementar un examen flexible de procedibilidad de la acción de tutela instaurada por aquellas personas que han cumplido o realizan la labor de madre comunitaria en el ICBF, estudio que se debe ajustar a las condiciones físicas, sociales, culturales o económicas que han puesto en estado de debilidad manifiesta a ese grupo de personas por un tiempo considerablemente prolongado…”
En los hechos de la demanda se expresó que la accionante se encuentra en una precaria situación económica y de conformidad con su historia clínica padece de hipertensión arterial, “demencia frontotemporal variante conductal vs. demencia tipo alzheimer” y síndrome de intestino irritable
.
Esas circunstancias permiten considerarla persona sujeto de protección especial constitucional, pues además de carecer de medios económicos que le permitan llevar una vida digna, hecho que no desvirtuó la entidad demandada, padece enfermedades particularmente graves. 
De todas formas, en la providencia que viene siendo citada, se aclaró que las madres comunitarias, por sí mismas, reúnen la segunda de aquellas condiciones, relativa a hacer parte de un segmento situado en posición de desventaja, tales como los “sectores más deprimidos económica y socialmente” pues “así lo establece el artículo 2 del Acuerdo 21 de 1996: “(…) Los Hogares Comunitarios de Bienestar deberán funcionar prioritariamente en los sectores más deprimidos económica y socialmente y definidos dentro del SISBEN como estratos 1 y 2 en el área urbana y en sectores rurales concentrados”. Por tanto, no hay duda acerca de que la accionante merece una protección especial.
5.2 Y en relación con el requisito de la inmediatez dijo la Corte en la misma providencia:

“13… tratándose de asuntos en donde se reclama el reconocimiento y pago de prestaciones periódicas relacionadas con derechos pensionales, como es el caso de los aportes a pensión en el Sistema General de Seguridad Social, esta Corporación ha sido enfática al precisar lo siguiente: “en virtud de su naturaleza, los derechos prestacionales, como las pensiones de vejez, invalidez y sobrevivientes, son imprescriptibles
. Es decir, pueden ser reclamados en cualquier tiempo, por lo que se descarta la posibilidad de que un juez se abstenga de reconocerlos bajo el argumento de que la acción de tutela resulta improcedente por razones de inmediatez, al no haber sido instaurada en un término razonable, pues tales derechos siempre serán actuales.”
 (Negrilla fuera del texto original).

En este caso tiene aplicación tal precedente, pues pretende la demandante, sean pagados los aportes pensionales que dejó de consignar la demandada. Por tanto, se considera superado el presupuesto de que se trata, así tales cotizaciones correspondan a periodos de hace más cuatro años.
5.3 En conclusión, contrario a lo afirmado por la juez de primera instancia, sí se satisface el presupuesto de subsidiaridad que hace procedente la tutela; también el de inmediatez, siendo necesario precisar que lo relacionado con tales aspectos, no se declaró nulo por la Corte Constitucional en el auto 186 del 17 de abril de 2017.
6. Corresponde ahora determinar si la entidad demandada desconoció derechos fundamentales de la actora que sea menester proteger.
En el auto referido, la Corte Constitucional declaró la nulidad parcial de la sentencia T-480 de 2016, que desconoció una línea jurisprudencial relacionada con la inexistencia de un contrato de trabajo entre las madres comunitarias y el ICBF o las asociaciones o entidades que participan en el Programa Hogares Comunitarios de Bienestar, el que se ha considerado como de naturaleza contractual de origen civil.

Sin embargo, resolvió que la decisión contenida en ese fallo tendrá un alcance parcial, en razón a la necesidad de mantener el amparo del derecho de las 106 madres comunitarias a que se realicen los aportes faltantes al sistema de seguridad social, con el propósito de permitirles acceder a pensión, de conformidad con los términos de la legislación aplicable. Y al respecto se dijo en esa providencia:
“11. Sea lo primero reiterar que en la tutela T-480 de 2016 se estudió el asunto acumulado de 106 madres comunitarias que instauraron acción de tutela contra el ICBF, por considerar vulnerados sus derechos fundamentales a la igualdad, a la seguridad social, a la dignidad humana, al mínimo vital y al trabajo, ante la negativa del pago de los aportes pensionales, con ocasión de la labor de madre comunitaria que desempeñaron desde la fecha de su vinculación al Programa Hogares Comunitarios de Bienestar del ICBF hasta el 31 de enero de 2014, o hasta la fecha en que con anterioridad estuvieron vinculadas a dicho programa…”
Y explicó que aunque entre el 29 de diciembre de 1988
 y el 12 de febrero de 2014
 ni la ley ni la jurisprudencia establecieron una relación laboral entre las madres comunitarias y el ICBF o las asociaciones o entidades que participan en el Programa Hogares Comunitarios de Bienestar, el ordenamiento jurídico sí prevé el derecho a la seguridad social de las citadas señoras.

Explicó que la ley 100 de 1993, en el artículo 25, creó el Fondo de Solidaridad Pensional “como una cuenta especial de la Nación, sin personería jurídica, adscrita al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, cuyos recursos serán administrados en fiducia por las sociedades fiduciarias de naturaleza pública, y preferencialmente por las sociedades fiduciarias del sector social solidario, o por las administradoras de fondos de pensiones y/o cesantía del sector social solidario, las cuales quedan autorizadas para tal efecto por virtud de la presente ley.”, cuyo objeto es el de subsidiar los aportes al régimen general de pensiones, entre otras personas, de las madres comunitarias.

De otro, expresó la Corte, la ley 509 de 1999 estableció beneficios en favor de las mismas señoras en materia de seguridad social y otorgó un subsidio pensional; el artículo 2 de la Ley 1187 de 2008 dispuso que el Fondo de Solidaridad Pensional subsidiará los aportes al Régimen General de Pensiones de las madres comunitarias, sin importar su edad y tiempo de servicio. Adicionalmente, el referido precepto legal prevé: “El Gobierno Nacional garantizará la priorización al acceso de las Madres Comunitarias al subsidio de la Subcuenta de Subsistencia de que trata la Ley 797 de 2003, cuando no cumplan con los requisitos para acceder al Fondo de Solidaridad Pensional - Subcuenta de Solidaridad, o cuando habiendo cumplido la edad en los términos de la ley no alcancen a completar el requisito de semanas de cotización exigido.”
Y con fundamento en esas disposiciones concluyó: “14. En virtud de la anterior normatividad, es claro entonces que a las 106 accionantes les asiste el derecho a la seguridad social en materia pensional con las especificaciones previstas en ese régimen jurídico especial. Al respecto, en providencia T-130 de 2015 la Corte Constitucional concedió el amparo de los derechos fundamentales al mínimo vital y seguridad social de una madre comunitaria y, en consecuencia, ordenó al ICBF que realizara los trámites necesarios para cancelar a Colpensiones, fondo al cual estaba afiliada la accionante, los aportes faltantes al Sistema de Seguridad Social causados en un tiempo determinado.”
7. En el caso concreto, la demandante aportó como prueba de la calidad de madre comunitaria que invocó como fundamento de sus pretensiones, los siguientes documentos: a) declaraciones extrajuicio rendidas ante la Notaría Séptima del Círculo de Pereira, el 8 de mayo de 2018, por las señoras Orfelina Valencia Cortés y Ana Libia Castaño Cardona, en las que expresaron que la actora se desempeña como madre comunitaria en el hogar Las Palomitas del barrio La Libertad de esta ciudad
 y b) certificado suscrito por la Coordinadora del Centro Zonal de Pereira del ICBF, el 2 de septiembre de 2011, en el que se dice que la citada señora es la responsable del mencionado hogar comunitario, desde el 5 de abril de 1990
. Ninguno de tales documentos fue desconocido por la parte demandada.
8. De acuerdo con lo hasta aquí expuesto, puede entonces decirse que la entidad demandada lesionó los derechos fundamentales de la actora a la dignidad humana, la seguridad social, a la igualdad y al mínimo vital, por la falta de pago de los aportes pensionales que se hubieren causado durante el periodo en que se ha desempeñado como madre comunitaria. En el mismo sentido se pronunció la Sala, mediante sentencia del 17 de octubre de 2017
. 
9. En consecuencia, se concederá el amparo solicitado y para  protegerlos, siguiendo los lineamientos de la Corte Constitucional en el auto 186 del 17 de abril de 2017, se ordenará al ICBF, por medio de su representante legal o quien haga sus veces, que en el término de tres meses, contados a partir de la notificación que se le haga de esta providencia, adelante el correspondiente trámite administrativo para que se reconozcan y paguen a la demandante los aportes parafiscales en pensiones faltantes al Sistema de Seguridad Social por el tiempo que efectivamente acredite como madre comunitaria, de conformidad con la legislación aplicable, desde cuando se vinculó como tal en el Programa Hogares Comunitarios de Bienestar y hasta el 12 de febrero de 2014. Esos aportes deberán ser consignados al fondo de pensiones en que se encuentre afiliada o desee afiliarse la demandante. 
El trámite administrativo que deberá adelantar la entidad demandada, plagiando a la Corte Constitucional, debe estar dirigido a que:
9.1 La accionante sea reconocida como beneficiaria del subsidio pensional previsto en la Ley 509 de 1999 y la Ley 1187 de 2008. Dicha afiliación tendrá cobertura para el período comprendido desde la fecha en que se vinculó como madre comunitaria al Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar y hasta el 12 de febrero de 2014.
9.2 El Fondo de Solidaridad Pensional, en ejercicio de su deber legal, transfiera a la respectiva Administradora de Fondos de Pensiones en la que se encuentre afiliada o desee afiliarse la demandante, según la legislación aplicable, los aportes pensionales faltantes al Sistema de Seguridad Social causados en el período comprendido desde la fecha en que se haya vinculado como madre comunitaria al Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar y hasta el 12 de febrero de 2014. Para tal efecto, se deberán observar las siguientes precisiones: (i) el monto del subsidio pensional a reconocer y transferir no será equivalente al 80% sino al 100% del total de las cotizaciones pensionales faltantes y causadas en ejercicio efectivo y comprobado de su labor de madre comunitaria, en el período comprendido entre la fecha en que se haya vinculado como tal al Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar y hasta el 12 de febrero de 2014; (ii) esas cotizaciones pensionales faltantes deben realizarse tomando como referencia el salario mínimo legal mensual vigente con la respectiva indexación en los casos en que hubiere lugar; (iii) la transferencia de los recursos correspondientes al subsidio pensional que se realizará a las respectivas administradoras de pensiones con ocasión de esta decisión no causará intereses moratorios de ninguna índole.

10. En consecuencia, se revocará la sentencia que se revisa que desconoció el precedente en que se fundamentó esta providencia.
Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
R E S U E L V E

PRIMERO: REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, el 18 de abril pasado, dentro de la acción de tutela instaurada por la señora María Antonia Mina Pareja contra el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar.
SEGUNDO: Conceder el amparo solicitado para proteger los derechos al mínimo vital, la vida digna y la seguridad social de que es titular la demandante.

TERCERO: Se ordena al representante legal del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, o quien haga sus veces, que en el término de tres meses, contados a partir de la notificación que se le haga de esta providencia, adelante el correspondiente trámite administrativo para que se reconozcan y paguen a la demandante los aportes parafiscales en pensiones faltantes al Sistema de Seguridad Social por el tiempo que efectivamente acredite como madre comunitaria, de conformidad con la legislación aplicable y en los términos indicados en la parte motiva de esta providencia, desde cuando se vinculó como madre comunitaria al Programa Hogares Comunitarios de Bienestar y hasta el 12 de febrero de 2014. Esos aportes deberán ser consignados al fondo de pensiones en que se encuentre afiliada o desee afiliarse la demandante. 

CUARTO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

QUINTO: Envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

Notifíquese y cúmplase,

Los Magistrados,

(Vienen firmas de sentencia de primera instancia proferida en la sentencia de tutela radicada No. 66001-31-03-004-2018-00295-01)



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




(Con aclaración de voto)




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Ver Providencias T-978 de 2000, T-1081 de 2000, T-1117 de 2000, T-1605 de 2000, T-1674 de 2000, T-158 de 2001 y T-159 de 2001, entre otras.


� Consultar el Fallo T-018 de 2016.


� Ibídem.


� En cuanto a las condiciones especiales (iv) a (vii), ver la Sentencia T-628 de 2012.


� Visible a folios 12 a 19 del disco compacto que obra a folio 49 cuaderno No. 1


� “Al respecto ver T-681 de 2011, T-037 de 2014, T-292 de 2014 y T-324 de 2014, entre otras.”


� Consultar T-262 de 2014, T-292 de 2014 y T-350 de 2015.


� Fecha en la cual se implementó el Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar con la expedición de la Ley 89 de 1988.


� Data en la cual entró en vigencia el Decreto 289 de 2014 que reglamentó la vinculación laboral de las madres comunitarias con las entidades administradoras del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar.


� Folio 4, del disco compacto que obra a folio 49 del cuaderno No. 1


� Folio 3, del disco compacto que obra a folio 49 del cuaderno No. 1


� Sentencia proferida en la acción de tutela radicada bajo el No. 66001-31-03-001-2017-00070-01
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